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Acuerdo
En la ciudad de La Plata, a 4 de junio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2.078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: Dres. Negri, Soria, Pettigiani, Kogan, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 88.904, “Sánchez Enrique B. y otros contra Peugeot Citröen Argentina S.A. Indemnización por despido”.

Antecedentes
El Tribunal del Trabajo Nº 1 de San Martín, admitió la demanda promovida por los rubros indemnización por antigüedad y preaviso omitido, calculados en la forma dispuesta por el art. 16 de la Ley 25.561, desestimándola en cuanto se pretendía el cobro del mes de integración de despido y el incremento del art. 2 de la Ley 25.323, con costas (fs. 267/273).

La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 280/282 vta.).

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente,

Cuestión
¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

Votación

A la cuestión planteada, el Sr juez Dr. Negri dijo:

I. En lo que resulta de interés para la resolución de la presente cuestión, el Tribunal del Trabajo interviniente rechazó parcialmente la demanda incoada por Edgardo Fabián Carrizo, Edgardo Norberto Montero Cuña y Enrique Bentura Sánchez contra Peugeot Citröen Argentina S.A., en cuanto procuraban el incremento indemnizatorio previsto por el art. 2 de la Ley 25.323 (fs. 123 vta./124; 270 y vta. y 272).

En el marco de atribuciones que la mencionada disposición normativa asigna a los jueces para reducir y aún eximir el pago de la multa en cuestión, juzgó el “a quo” que, en la especie, se encontraban configuradas las causales para considerar que la demandada no había pretendido, al tiempo del distracto, eludir el cumplimiento de las obligaciones que entendía eran a su cargo (f. 270 vta. “in fine” y vta.).

II. Contra la resolución de grado se alza la parte actora mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, en el que denuncia absurdo (art. 44, inc. “d” de la Ley 11.653) y violación de los arts. 16 de la Ley 25.561; 2 de la Ley 25.323; 4 del Dto. reglamentario 264/02 y 265/02 (fs. 280 vta./282).

En lo sustancial, cuestiona el rechazo de la penalidad prevista por el art. 2 de la ley 25.323, al afirmar que la conducta de la demandada debió ser objeto de censura severa por cuanto violó los arts. 98 y siguientes de la Ley 24.013. Así, con arraigo en la interpretación que asigna a las pruebas confesional ficta y contable, alega que la empleadora adoptó una actitud discriminatoria hacia los actores por no haber suscripto las actas de conciliación, siendo despedidos en forma directa y sin causa.

Por último, sostiene que la decisión del Tribunal interviniente es absurda, por carecer de todo sustento fáctico y probatorio que pudiera abonar la hipótesis de un obrar de buena fe como causal de exoneración para el principal con relación al incremento indemnizatorio reclamado.

III. En mi opinión, el recurso debe prosperar parcialmente.

a) En el sub judice, el Tribunal de Trabajo juzgó acreditado que la demandada despidió a los actores el día 28 de febrero de 2002, alegando para ello “falta de trabajo no imputable”. Asimismo, que los trabajadores rechazaron la medida e intimaron fehacientemente el pago de las indemnizaciones correspondientes por despido injustificado, según el contenido de las comunicaciones cursadas al principal, no cuestionadas en su recepción (fs. 11, 20, 21; veredicto fs. 267 vta./268).

En otro orden, consideró el a quo no demostradas las causales extintivas esgrimidas por la empleadora toda vez que no se había producido prueba alguna de las mismas (f. 268). Empero, resolvió que más allá de aquélla falencia relativa a la justificación de la rescisión contractual sustentada en razones de orden económico, resultaba un evidente despropósito aplicar el incremento indemnizatorio (del art. 2 de la Ley 25.323), cuando los despidos se consumaron bajo las circunstancias vividas en el país en ese momento, que motivaron la declaración de la emergencia pública en materia económica y social. En ese trance, ponderó que la demandada había abonado el cincuenta por ciento (50%) de la indemnización por antigüedad, concluyendo que en modo alguno había pretendido eludir el cumplimiento de lo que consideraba las obligaciones a su cargo (fs. 270/271).

b) Cabe destacar que el art. 2 –segundo párrafo– de la Ley 25.323 confiere a los jueces la facultad de reducir prudencialmente o eximir el pago del incremento indemnizatorio que estatuye en el primer tramo de la norma. Para ejercer tal prerrogativa, el dispositivo en cuestión consagra dos requisitos, a saber: a) que hubieren existido causas que justifiquen la conducta del empleador y b) que la resolución sea fundada.

c. Bajo estas directrices y conforme las posiciones relevantes de la causa, la decisión adoptada por el judicante –en la especie– no puede ser convalidada.

Sin dejar de resaltar que la demandada no aportó prueba alguna para justificar que la disolución de los vínculos obedeció a la causal invocada, fundada –al cabo– en razones de índole económica, la exoneración del pago de la multa que ahora es materia de controversia, halló sustento en consideraciones de carácter general referidas a la situación de crisis que atravesó el país al tiempo en que se decidió el despido de los accionantes. La conclusión así alcanzada revela una evidente inconsistencia argumental, que impide conocer el modo en que aquella circunstancia habría gravitado concretamente sobre la actividad desarrollada por la empleadora o bien, la incidencia que pudo tener en el comportamiento que por entonces asumió.

Siendo esto así, resulta insuficiente que la accionada hubiera abonado a los trabajadores la indemnización reducida del art. 247 de la Ley de Contrato de Trabajo para justificar la dispensa del pago de la multa que censura el recurrente.

Por todo lo expuesto, corresponde admitir el recurso en esta parcela y declarar procedente el incremento indemnizatorio del art. 2 de la Ley 25.323, toda vez que –debidamente intimada– la empleadora no abonó en forma íntegra las acreencias debidas a los trabajadores.

d. Distinta solución he de propiciar con relación a la invocada violación del art. 16 de la Ley 25.561 –y su Dto. reglamentario 264/02–, desde que el pedido de que se haga lugar “al rubro del art. 2 de la Ley 25.323, con su duplicación” (f. 282) no puede prosperar.

La parte actora promovió demanda en la que procuró –con fundamento en la Ley 25.561– la percepción de la duplicación de las indemnizaciones derivadas del despido (v. incs. a y b de las liquidaciones obrantes en el pto. IV del escrito inicial, a f. 123 vta./124) como así también el doble de la indemnización prevista en el art. 2 de la Ley 25.323 (según surge del inc. d) de las mismas liquidaciones, en las que el rubro se calculó sobre las ya duplicadas indemnizaciones por la extinción).

Rechazado por el tribunal de origen el reclamo fundado en la Ley 25.323, no fue necesario expedirse en torno a la procedencia de la solución prevista en el art. 16 de la Ley 25.561 respecto del incremento que establece el art. 2 de aquella ley como consecuencia de la mora del empleador en el pago de las indemnizaciones por despido. El tema que, por lo dicho, quedó desplazado.

Ahora bien, si como lo he propuesto, el rechazo de aquella pretensión debe ser revocado, corresponde, por aplicación del art. 289, inc. 2) del Código Procesal Civil y Comercial, asumir competencia positiva y resolver el litigio a su respecto con arreglo a la ley aplicable.

e. El art. 16 de la Ley 25.561 estableció la obligación de los empleadores de abonar a los trabajadores despedidos sin causa justificada el doble de la indemnización que les correspondiese de conformidad con la legislación laboral vigente. Por su parte, el art. 4 del Dto. 264/02 dispuso que la duplicación prevista en la norma citada “comprende todos los rubros indemnizatorios originados con motivo de la extinción del contrato de trabajo”.

Por ello, estimo que no corresponde acceder a la petición actora en orden a la indemnización prevista en el art. 2 de la Ley 25.323, habida cuenta que ella no se debe como consecuencia del despido sino de la mora del empleador en la satisfacción de las indemnizaciones que reparan sus consecuencias cuando no tiene justa causa. La naturaleza sancionatoria de esta “indemnización” y las conductas que en definitiva procura desalentar, advierten sobre los diferentes presupuestos fácticos y jurídicos que la caracterizan. En otras palabras, la causa y el objetivo de la indemnización prevista en el art. 2 de la Ley 25.323 difieren sustancialmente de los que atañen a las reparaciones derivadas del despido, únicas que deben hacerse efectivas según el modo de cálculo transitoriamente dispuesto por el art. 16 de la Ley 25.561.

IV. Con el alcance indicado corresponde admitir el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto por la parte actora y revocar la sentencia impugnada en cuanto desestimó el incremento indemnizatorio del art. 2 de la Ley 25.323, cuya procedencia se declara. La causa deberá volver al tribunal de origen para que practique la liquidación correspondiente. Costas de ambas instancias a la demandada vencida (arts. 68 y 289 del C.P.C.C.).

Voto por la afirmativa. Los Sres. jueces Dres. Soria, Pettigiani y Kogan, por los mismos fundamentos del Sr. juez Dr. Negri, votaron también por la afirmativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

Sentencia
Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se hace lugar parcialmente al recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; y se revoca la sentencia impugnada en cuanto desestimó el incremento indemnizatorio del art. 2 de la Ley 25.323, cuya procedencia se declara con el alcance establecido en el apart. III, ptos. c), d) y e) del voto emitido en primer término. Vuelvan los autos al tribunal de origen para que practique la liquidación correspondiente de conformidad con lo que aquí se ha resuelto. Costas de ambas instancias a la demandada vencida (arts. 68 y 289, C.P.C.C.).

Notifíquese.

